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15 de junio de 2007

Más de la mitad de los indicadores propuestos por Amnistía Internacional para luchar contra la violencia de género 

aún no son realidad

A partir de las 40 recomendaciones expuestas en el documento Más derechos, los mismos obstáculos, publicado por Amnistía Internacional en junio de 2006, la organización indicó un conjunto de 18 indicadores mínimos que en 2008, al final de la presente legislatura, podrían utilizarse para evaluar si realmente la respuesta institucional hacia la violencia de género está haciendo realidad los derechos de las mujeres. 

Un año después de ese informe, y cuando se cumple el segundo aniversario de la plena entrada en vigor de la Ley Integral, Amnistía Internacional ha querido comprobar hasta qué punto se ha avanzado hacia la consecución de esos indicadores. El resultado, que se expone a continuación, muestra que más de la mitad de esos 18 indicadores siguen sin ser una realidad. 

18 indicadores a examen

1. ¿Se ha elaborado un programa sanitario estatal integral que establece estándares mínimos para una formación de calidad al conjunto de los y las profesionales sanitarios orientados a garantizar una respuesta homogénea y de calidad en todas las Comunidades Autónomas?

Parcialmente. El Plan Nacional incluye entre sus medidas “Establecer un calendario para la formación en materia de igualdad y de violencia de género de todos los profesionales del Sistema Nacional de Salud y ejecutar sus dos primeros años”, sin concretar nada más. No menciona la necesidad de contar con estándares mínimos. 

Por otro lado, la reciente aprobación del Protocolo Común es un primer paso importante, pero todavía insuficiente. Amnistía Internacional no ha podido obtener información sobre la estrategia a seguir para que este protocolo sea efectivamente conocido y utilizado por los y las profesionales involucrados. 

2. ¿Incluye la Estrategia Nacional de Salud Mental medidas para abordar el impacto de la violencia de género en la salud mental de las mujeres?

Muy parcialmente. En la Estrategia Nacional de Salud Mental, un documento de 184 páginas, la violencia de género se menciona en seis ocasiones. En tres de ellas, dentro de la descripción, como una buena práctica, del Protocolo de actuación sanitaria ante los malos tratos hacia las mujeres puesto en práctica en la Comunidad Autónoma de Cantabria. No se menciona en ninguno de los objetivos específicos de la Estrategia. La única recomendación que incluye a la violencia de género es la siguiente: “Realizar intervenciones comunitarias orientadas a mejorar la dinámica social en áreas geográficas con riego social alto y/o morbilidad psiquiátrica, que tendrán la finalidad de reducir los determinantes y/o las consecuencias de conductas violentas en la calle (vandalismo), en la escuela (acoso escolar) y en el hogar (violencia de género y/o maltrato infantil y de personas mayores)”
.
3. ¿Incluyen los estudios de salud pública del Sistema Nacional de Salud indicadores sobre la violencia de género?

No. Por ejemplo, el documento Indicadores Clave del Sistema Nacional de Salud presentado al Consejo Interterritorial del Sistema nacional de Salud el pasado 14 de marzo, que define estos indicadores como “un conjunto priorizado de información que abarca los aspectos considerados más relevantes de la información relacionada con la salud y el sistema sanitario español”, no incluye ninguna mención a la violencia de género.
4. ¿Se han cumplido las previsiones a corto plazo establecidas en la Memoria Económica de la Ley Integral, por lo que existe al menos un centro de apoyo integral en todas las Comunidades Autónomas y ninguna víctima de violencia de género que requiera un alojamiento de emergencia es alojada en hostales o albergues?

Todavía no. En lo relativo a “Centros de recuperación o atención integral” el informe sobre Balance de resultados de aplicación de la Ley Integral hecho público por el Gobierno el 15 de diciembre de 2006 sólo menciona la creación del centro de atención integral de Gijón, mientras que las Medidas Urgentes anunciadas en la misma fecha no incluyen ninguna medida para impulsar la creación de este tipo de centros. Amnistía Internacional ha podido constatar que en algunas Comunidades Autónomas se siguen utilizando hostales y albergues en situación de emergencia
. 

5. ¿Acceden las mujeres drogodependientes, con problemas de alcoholismo, con enfermedades mentales, en el ejercicio de la prostitución, con discapacidad o con hijos mayores de 12 años, en todas las Comunidades Autónomas,  a recursos especializados en violencia de género?

Parcialmente. La situación sigue siendo heterogénea, y en general con carencias, en las Comunidades Autónomas. A las mujeres con enfermedades mentales y con algún tipo de drogodependencia se les impide acceder a los recursos de acogida previstos para víctimas de este tipo de abuso de género, y en general sigue sin preverse otro tipo de recurso adecuado para ellas.

El Plan Nacional no incluye a las mujeres de estos colectivos –excepto a las mujeres con discapacidad– como destinatarias de ninguna medida específica. Otros colectivos que, junto a las mujeres con discapacidad sí son contemplados, por ejemplo para “promocionar proyectos autonómicos innovadores que garanticen el derecho a la asistencia social integral” son las mujeres inmigrantes, mujeres mayores, mujeres rurales y pertenecientes a minorías étnicas, así como la atención de menores. En los Planes contra las drogodependencias de ámbito autonómico más recientes
 tampoco se prevé ningún tipo de medida específica para garantizar la asistencia especializada en violencia de género a las víctimas con drogodependencias.  

6. ¿En ninguna casa de acogida se niega la permanencia a mujeres que huyen de la violencia desde otra Comunidad Autónoma por no haber sido antes derivadas institucionalmente?

Parcialmente. Una medida importante se puso en marcha con la aprobación, en desarrollo de la Ley Integral, del Real Decreto 513/2005, que modifica el acceso al Registro central para protección a víctimas de violencia de género, introduciendo la posibilidad de que las instituciones de las Comunidades Autónomas accedan a ese registro: “Las comunidades autónomas podrán acceder a la información necesaria para garantizar el efectivo cumplimiento de las medidas de protección, provisionales o definitivas, adoptadas por los órganos jurisdiccionales, a través del responsable designado en cada punto de coordinación a que se refiere la disposición adicional primera”.
 

Sin embargo, puesto que el Registro se refiere a procedimientos judiciales y a órdenes de protección, no incide en la situación de las mujeres que aún no han denunciado y no tienen orden de protección y que busquen protección fuera de la Comunidad Autónoma en la que residan. Amnistía Internacional ha podido comprobar, por ejemplo, que no se ha producido ningún cambio normativo en la Comunidad Autónoma de Castilla-La Mancha que impida que se reproduzcan situaciones como la denunciada por la organización en junio de 2006 respecto a una mujer que huyó de su agresor desde Barcelona y a la que no se permitió la estancia en una casa de acogida en Ciudad Real por no ser residente en la dicha Comunidad, a pesar de haber puesto previamente una denuncia ante la policía nacional de esa ciudad. Esta situación fue documentada por Amnistía Internacional también en otras Comunidades Autónomas como Valencia o Andalucía.

7. ¿Acceden las mujeres inmigrantes indocumentadas a ayudas económicas dispuestas para apoyar a las víctimas de violencia de género en su ruptura con el agresor, en pie de igualdad con el resto de mujeres?

No. A pesar del compromiso expresado a Amnistía Internacional en junio de 2006 por la Delegada Especial del Gobierno para la Violencia de Género, no se ha tomado ninguna medida para paliar las deficiencias de lo establecido en la Ley Integral respecto a las ayudas económicas para mujeres inmigrantes indocumentadas. 

8. ¿Existe un programa de formación obligatoria sobre violencia de género para todos los cuerpos y fuerzas de seguridad del Estado?

No. Por ejemplo, en el caso de la guardia civil, la violencia de género se incluye en la información inicial, pero no como formación continua ni obligatoria. Tampoco hay formación obligatoria para la policía nacional, aunque sí hay acciones formativas voluntarias; por ejemplo, se ofrece a los agentes un curso a distancia, con apoyo telemático, sobre violencia de género. El Plan Nacional incluye entre sus medidas “Establecer un calendario para la formación en materia de igualdad y de violencia de género de todos los efectivos de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y ejecutar sus dos primeros año”.
9. ¿Disponen los colegios de abogados en todas las provincias de un turno de guardia, con recursos suficientes, para asistir a las mujeres en el momento de la interposición de la denuncia y continuar con su defensa durante todo el proceso?

No. El Plan Nacional menciona la necesidad de garantizar la asistencia letrada de oficio, inmediata y especializada, durante las 24 horas del día. Sin embargo, las únicas medidas previstas al respecto son la elaboración de una Guía de buena praxis para profesionales de la abogacía y la elaboración de un Protocolo de actuación y coordinación entre Fuerzas y Cuerpos de Seguridad y Colegios de Abogados. Por otro lado, una de las 20 medidas incluidas en el documento de Medidas Urgentes, de diciembre de 2006, reza escuetamente: “Se garantiza a todas las mujeres víctimas de violencia de género que lo soliciten inmediata asistencia letrada de oficio especializada las 24 horas”. No concreta nada más. Amnistía Internacional ha podido comprobar en distintas Comunidades Autónomas que, especialmente en el momento de interponer la denuncia en dependencias policiales, es frecuente que las mujeres no cuenten con asistencia letrada. 

10. ¿Ha sido retirada la Instrucción 14/2005 de la Secretaría de Estado de Seguridad y se ha sustituido por indicaciones claras para evitar cualquier trato discriminatorio a las mujeres inmigrantes indocumentadas cuando interponen denuncias por violencia de género?

No. De hecho, en el documento de Balance de resultados de aplicación de la Ley Integral se menciona esta Instrucción como el mecanismo gracias al cual se posibilita las inmigrantes indocumentadas acceder a los derechos establecidos en la Ley Integral, en concreto se dice: “Dicha instrucción concilia las obligaciones que a los funcionarios policiales impone la legislación de extranjería, con el amparo y protección que a las mujeres víctimas de violencia de género ofrece la Ley Integral, priorizando, en todo caso, la protección que requieren estas mujeres”. 
Amnistía Internacional mantiene su preocupación por los efectos revictimizantes que puede acarrear para una mujer inmigrante irregular que ha sufrido violencia de género unir el esfuerzo que supone encarar un proceso judicial por violencia de género al que también requiere un procedimiento administrativo para la obtención del permiso de residencia. Todo ello con la certeza de que si el juez no le concede la orden de protección, o si la sentencia definitiva no es condenatoria, el procedimiento de expulsión seguirá su curso. Parece una carga demasiado elevada para mujeres que, producto de la violencia, a menudo se encuentran desorientadas y abatidas. 

A pesar de que la Comisión de Interior del Congreso de los Diputados pidió en 2005 una evaluación de los posibles riesgos de la Instrucción, y de que el Ministro del Interior, el Sr. Pérez Rubalcaba, indicó en junio de 2006 a Amnistía Internacional que esta evaluación se estaba llevando a cabo, por el momento no se conocen los resultados de dicha evaluación.

11. ¿Reciben todos los y las profesionales de los juzgados de violencia sobre la mujer formación obligatoria y de calidad?

No. El Plan Nacional prevé entre sus medidas la de proveer formación especializada en violencia de género a “todos los profesionales y operadores jurídicos”. Existe un módulo denominado violencia doméstica y de género, de carácter obligatorio, dentro de la formación inicial para futuros jueces que proporciona la Escuela Judicial, pero para los y las profesionales de juzgados especializados no existe ninguna formación adicional obligatoria.
.  
12. ¿Todos los juzgados que tramitan órdenes de protección reciben formación obligatoria sobre violencia de género?

No. Los juzgados que tramitan órdenes de protección y no son "especializados" no reciben ningún tipo de formación específica que les ayude a realizar esta labor con mayor conocimiento del fenómeno y de la situación de las víctimas. Pueden acudir a los cursos de formación interna (en el ámbito del CGPJ o de las asociaciones de Jueces) o a otros cursos externos para profesionales, pero siempre de manera voluntaria.   
La media nacional de los índices de denegación/concesión de órdenes de protección se sigue situando en un 23%, siendo en algunas Comunidades Autónomas la tasa de denegación superior al 30%: Asturias (37%); País Vasco (35%); Cantabria (34%) o Madrid (33%), según cifras del Informe del Consejo General del Poder Judicial Datos de los procedimientos penales y civiles registrados y órdenes de protección solicitadas en los juzgados de violencia sobre la mujer en el año 2006. 
13. ¿Todos los Institutos de Medicina Legal cuentan con una Unidad de Valoración Forense con medios suficientes para realizar su trabajo?

Todavía no. Una de las 20 las Medidas Urgentes presentadas en diciembre de 2006 es la extensión de las Unidades Forenses de valoración integral a todas las provincias, es decir, crearlas en Teruel, Segovia, Soria, Palencia, Zamora, Cuenca y Guadalajara. 

14. ¿Disponen todos los juzgados especializados en violencia de género de condiciones adecuadas para facilitar la separación de víctimas y agresores y las condiciones de intimidad de las víctimas? 

Parcialmente. Aunque en general los juzgados suelen disponer de medios para separar a víctimas y agresores, Amnistía Internacional ha podido constatar casos en varias Comunidades Autónomas en las que no se facilita información a las mujeres, especialmente si no van acompañadas de asistencia letrada, sobre la posibilidad de permanecer separadas, tanto en dependencias judiciales como en el momento del juicio oral, del agresor al que ha denunciado. 

15. ¿Se ha realizado una evaluación del cumplimiento de los objetivos de los juzgados de violencia sobre la mujer en la que han participado víctimas, personal adscrito a estos juzgados y profesionales de la abogacía con experiencia en los mismos?

No. Hasta el momento la única revisión de la puesta en marcha de estos órganos judiciales es la que se presenta en el Informe del Grupo de Expertos en Violencia Doméstica y de Género del Consejo General del Poder Judicial acerca de los problemas técnicos detectados en la aplicación de la Ley 1-2004, de medidas de protección integral contra la violencia de género, y sugerencias de reforma legislativa que los abordan (2006)
. Esta revisión se centra en los problemas de competencias con otros juzgados, o en el funcionamiento técnico de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer. Sin embargo, no se ha realizado una evaluación sobre el cumplimiento de los objetivos que motivaron la creación de los juzgados sobre violencia contra la mujer, con participación de víctimas, organizaciones de mujeres, abogado/as y personal de los juzgados.  Especialmente importante sería conocer las opiniones de las víctimas a su paso por el proceso para detectar mecanismos de revictimización que puedan persistir tras la puesta en marcha de estos Juzgados especializados.
16. ¿La estadística judicial sobre violencia de género prevé datos sobre la tasa de absoluciones y condenas según tipo de procedimiento, destacando lo relativo a los "juicios rápidos", así como datos sobre la tasa de condenas/absoluciones en los procedimientos por incumplimiento de medidas judiciales para la protección de las víctimas?

Parcialmente. La recogida y presentación de los datos de la estadística judicial ha mejorado en el último año, adaptándose a las nuevas competencias de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer y aglutinando en el mismo informe los asuntos penales y civiles. Sin embargo, siguen faltando datos que permitan hacer una revisión de la modalidad procesal de "juicios rápidos" por la que se tramita el grueso de causas de violencia de género: no se ha modificado la estadística judicial, con lo que sigue sin poder compararse la tasa de condenas (con y sin conformidad) y absoluciones por el procedimiento de juicios rápidos, con las tasas de absoluciones/condenas por los demás procedimientos. 
También se echa en falta mayor precisión acerca del cumplimiento de medidas judiciales impuestas a los agresores, puesto que únicamente se recoge el número de incumplimientos, pero se omite un dato esencial: el número de denuncias de incumplimientos y el resultado de estas denuncias: cuántas quedan archivadas, cuántas terminan en condena para el agresor y cuántas terminan en absolución.  
17. ¿La legislación estatal prevé cauces ágiles y efectivos para garantizar que las mujeres víctimas de violencia de género obtienen una reparación justa y adecuada, incluida la indemnización adecuada y la completa rehabilitación. La reparación es garantizada especialmente en los casos en los que el Estado ha actuado sin la debida diligencia?

No. No se ha promovido ninguna medida legislativa para asegurar una reparación justa y adecuada a todas las víctimas de violencia de género en el ámbito familiar, especialmente cuando el Estado no ha actuado con la debida diligencia.   
18. ¿Las asociaciones y colectivos de víctimas de violencia de género son consideradas interlocutoras y participan en los procesos de verificación de la idoneidad de la respuesta institucional a esta violencia?

Parcialmente. El Observatorio Estatal de Violencia de Género incluye en su composición la participación de organizaciones de mujeres.

Por otro lado, el Plan Nacional encomienda al mencionado Observatorio el “Análisis de la eficacia de las medidas puestas en marcha contra la violencia de género y, en su caso, los obstáculos existentes, desde la perspectiva de las mujeres con mayor riesgo de sufrir violencia de género o con mayores dificultades para acceder a los servicios (mujeres con discapacidad, inmigrantes, mujer rural, población gitana, mujeres mayores)”.

FIN

Más información: gabinete de prensa de la Sección Española de Amnistía Internacional, Ángel Gonzalo ó Carmen López, Telf., 91 310 12 77 ó 630 746 802

Documentos y comunicados de prensa: www.es.amnesty.org . 
� Estrategia en salud mental del Sistema Nacional de Salud, dentro del Objetivo General 2 (pág. 77). aprobada por el Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud el 11 de diciembre de 2006.


� Por ejemplo, en Galicia el Proyecto de Ley autonómica sobre violencia de género que se está tramitando prevé la creación de un centro de recuperación integral que podría acoger a esas mujeres, pero de momento se siguen utilizando hostales y albergues en caso de necesidad.


� Ver como ejemplos, Plan de drogodependencias y otras adicciones del Ayuntamiento de Zarazona (2007-2010) y Plan de Actuación en Drogodependencias y Adicciones de las Illes Balears  2007-2011


� Artículo 8, apartado 1.a del Real Decreto 513/2005, de 9 de mayo. 


� El último encuentro de "encargados" de juzgados "exclusivos" (no incluye a los compatibles) fue el III Seminario de los-as encargados-as de los Juzgados de Violencia sobre la Mujer exclusivos : Barcelona, que tuvo lugar del 28 al 30 de junio de 2006, con un contenido exclusivamente jurídico. Amnistía Internacional recuerda que Naciones Unidas recomienda que esta formación sea multidisciplinar y con perspectiva de género.   


� Disponible en http://www.poderjudicial.es/eversuite/GetRecords?Template=cgpj/cgpj/principal.htm
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